
 

 

 

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS 

CONCEPTO 965 DE 2018 

(diciembre 26) 

 

XXXXXXXXXXXXXXX 

Ref. Su solicitud de Concepto[1] 

COMPETENCIA Y ALCANCE DEL CONCEPTO 

De conformidad con lo establecido en el numeral 2o del artículo 11 del Decreto 990 de 2002[2], corresponde a 

la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios - Superservicios, 

“…absolver las consultas jurídicas externas relativas a los servicios públicos domiciliarios”. 

En desarrollo de tal función, la respuesta se emite conforme a lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 

2011[3], sustituido por el artículo 1o de la Ley 1755 de 2015[4], es decir, que la respuesta corresponde a una 

interpretación jurídica de la normativa que conforma el Régimen de los servicios públicos domiciliarios, y que 

realiza esta oficina como área encargada de absolver las consultas jurídicas externas, dentro del marco de 

competencia de la entidad y de manera general respecto del tema jurídico planteado, razón por la cual, los 

criterios contenidos en los conceptos, no son vinculantes ni de obligatorio cumplimiento. 

De igual manera, teniendo en cuenta lo previsto en el parágrafo 1o del artículo 79 de la Ley 142 de 1994, 

modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001, esta Superintendencia no puede exigir, que los actos o 

contratos de un prestador de servicios públicos domiciliarios, se sometan a aprobación previa suya, ya que de 

hacerlo incurriría en una extralimitación de funciones, así como en la realización de actos de coadministración 

a sus vigiladas. 

RESUMEN 

Las tarifas que se recaudan por concepto de la prestación de un servicio público domiciliario, constituyen el 

reconocimiento y recuperación del costo real involucrado en su prestación, por lo que, independientemente de 

la naturaleza de la persona jurídica que los preste (oficial o privada), no tienen la connotación de recursos 

públicos ni pueden contradecir el principio de suficiencia financiera contemplado en el numeral 4 del 

artículo 87 de la Ley 142 de 1994, lo que conlleva a la imposibilidad de exonerar su pago, en el entendido de 

que en el régimen de los servicios públicos domiciliarios no existen los conceptos de gratuidad ni de 

exoneración en el pago. 
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CONSULTA 

Por medio del escrito de la referencia, se solicita responder la siguiente inquietud: 

"¿Es viable que un Ente Territorial le exonere el pago de Servicios Públicos Domiciliarios a los organismos de 

socorro? Lo anterior teniendo en presente el artículo 8 de la ley 1505 de 2012". 

NORMATIVA Y DOCTRINA APLICABLE 

Ley 142 de 1994 

Ley 1505 de 2012 

Concepto Unificado SSPD – OJ 24 de 2010 

CONSIDERACIONES 

En relación con su inquietud, consideramos necesario reiterar lo señalado en el Concepto Unificado SSPD – 

OJ 24 de 2010, en el que esta Oficina indicó lo siguiente: 

"Si bien el artículo 365 de la Constitución Nacional de 1991, señala que los servicios públicos son inherentes a 

la finalidad social del Estado y que éste debe asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del 

territorio nacional, ello no significa que la misma se haga en condiciones de gratuidad. 

Al respecto, en la sentencia C-580 de 1992, la Corte Constitucional señaló que el criterio de costos es soporte 

esencial del actual régimen tarifario, atendiendo "una racional determinación de los costos de las tarifas, 

mediante el aseguramiento de los activos de las entidades de servicio público, con el fin de garantizar su 

financiación, ajustando las tarifas a "los cambios en los costos reales" a fin de mantener el equilibrio 

económico-financiero de la empresa y garantizar la cobertura futura de los servicios" 

Por su parte, mediante la Ley 142 de 1994, y en virtud de los principios de solidaridad y redistribución de 

ingresos en la adopción de las fórmulas y tarifas de los servicios públicos domiciliarios, el legislador dispuso la 

improcedencia en la exoneración del pago de los servicios públicos para personas naturales o jurídicas. 

Así, la tarifa es el “precio” que se paga por el servicio recibido. “Precio” que remunera los costos que fueron 

necesarios para la prestación del servicio, en atención al principio de onerosidad de los servicios públicos, 

consagrado constitucionalmente. Al respecto, en la sentencia C-493 de 1997, la Corte Constitucional señaló: 

“(…) En efecto, de conformidad con el artículo 128 de la Ley 142 de 1994, la empresa presta los servicios 

públicos al usuario, "a cambio de un precio" y, de otra parte, la misma Constitución, tratándose de los 

servicios públicos domiciliarios, alude a un régimen tarifario que ha de tomar en cuenta criterios de costos, 

solidaridad social y redistribución de ingresos. De igual manera, la Carta Fundamental dispone que atañe a la 

ley la determinación de las autoridades competentes para fijar las tarifas (art. 367) y autoriza a la Nación, a los 

Departamentos, a los Distritos, a los municipios y a las entidades descentralizadas para que, en sus 

respectivos presupuestos, concedan subsidios a las personas de menores ingresos a fin de que "puedan 

pagar las tarifas de los servicios públicos domiciliarios que cubran sus necesidades básicas"(art. 368 C.P.).” 

(…) De modo que, los usuarios tienen el derecho a recibir el servicio por parte de la empresa prestadora, en 

forma continua y de buena calidad, a cambio del valor de la tarifa que pagan, la cual debe ajustarse, a la 

metodología establecida por la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, de acuerdo 

con las estipulaciones de dicho contrato como señalan los artículos 128, 129 y 136 de la Ley 142 de 1994. 

Así mismo, debe señalarse que el numeral 87.8 de la ley 142 de 1994, establece que toda tarifa tendrá un 

carácter integral, en el sentido de que supondrá una calidad y grado de cobertura del servicio, cuyas 
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características definirán las comisiones reguladoras. De modo que, dispone textualmente dicho artículo “Un 

cambio en estas características se considerará como un cambio en la tarifa”. (Subrayas fuera de texto) 

Como puede verse, las tarifas que se recaudan por concepto de la prestación de un servicio público 

domiciliario, constituyen el reconocimiento y recuperación del costo real involucrado en su prestación, por lo 

que independientemente de la naturaleza de la persona jurídica que los preste (oficial o privada), no tienen la 

connotación de recursos públicos ni pueden contradecir el principio de suficiencia financiera contemplado en 

el numeral 4 del artículo 87 de la Ley 142 de 1994, el cual reza lo siguiente: 

"…las fórmulas de tarifas garantizarán la recuperación de los costos y gastos propios de operación, 

incluyendo la expansión, la reposición y el mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio de los 

accionistas en la misma forma en la que lo habría remunerado una empresa eficiente en un sector de riesgo 

comparable; y permitirán utilizar las tecnologías y sistemas administrativos que garanticen la mejor calidad, 

continuidad y seguridad a sus usuarios". 

Lo anterior, conlleva a la imposibilidad de exonerar el pago de servicios públicos, en el entendido de que en el 

régimen de los servicios públicos domiciliarios no existen los conceptos de gratuidad ni de exoneración del 

mismo. 

No obstante lo anterior, y tal como usted lo indica en su consulta, el artículo 8o de la Ley 1505 de 2012[5], 

dispone sobre el cobro de servicios públicos a las entidades que hacen parte del Subsistema Nacional de 

Voluntarios de Primera Respuesta, lo siguiente: 

"ARTÍCULO 8o. SERVICIOS PÚBLICOS E IMPUESTOS. A iniciativa del Alcalde, los Concejos Municipales y 

Distritales, podrán establecer las tarifas especiales o exonerar del pago de servicios públicos domiciliarios, de 

gravámenes e impuestos Distritales y Municipales, a los inmuebles destinados como sedes y/o campos de 

entrenamiento de las entidades que hacen parte del Subsistema Nacional de Voluntarios en Primera 

Respuesta". 

A juicio de esta Oficina, la citada norma, que no modifica en forma expresa la Ley 142 de 1994, sólo puede 

aplicarse cuando quiera que el prestador aplique una tarifa especial o exoneración parcial ordenada por el 

concejo municipal o distrital correspondiente o cuando el ente territorial cubra el subsidio adicional en el 

porcentaje que corresponda, a la reducción tarifaria o a la exoneración parcial. En cualquier caso, las 

entidades prestadoras del servicio público de que se trate, deberán estarse a lo dispuesto en los respectivos 

acuerdos municipales o distritales. 

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de 

consulta al que usted puede acceder en la dirección electrónica http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-

legal/SSPD/index, donde encontrará la normatividad, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos 

domiciliarios, así como los conceptos emitidos por esta entidad. 

Cordialmente, 

MYRIAM PATRICIA PEÑA MARTÍNEZ 

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

<NOTAS DE PIE DE PÁGINA>. 

1. Radicado 20185291331402 

Tema: EXCLUSIÓN DE LA GRATUIDAD EN MATERIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS. Subtema: Aplicación del artículo 8 de la Ley 1505 de 

2012. 
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2. “Por el cual se modifica la estructura de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios”. 

3. “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

4. Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

5. “Por medio de la cual se crea el Sub-sistema Nacional de Voluntarios de Primera Respuesta y se otorgan estímulos a los voluntarios de la Defensa Civil, 

de los Cuerpos de Bomberos de Colombia y de la Cruz Roja Colombiana y se dictan otras disposiciones en materia de voluntariado en primera 

respuesta”. 

 

Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo 

emitió.  


